El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 3 de octubre de 2017

Proceso:
Acción de Tutela – Revoca - Concede –
Radicación Nro.:
66001-31-10-003-2017-00474-01  
Accionante: 
Luis Eduardo Clavijo Echeverry
Accionado:
COLPENSIONES.
Magistrado Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 


PETICIÓN / PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / RECONOCIMIENTO PENSIÓN INVALIDEZ / NO EXISTE EVIDENCIA DE NOTIFICACIÓN PERSONAL /REVOCA / CONCEDE  - Aunque el Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones indicó en la contestación de la demanda que dicho acto administrativo había sido notificado por aviso el 30 de junio de 2017, no trajo prueba sobre el particular ni señaló las razones por las cuales no se había procedió a agotar la notificación personal del mismo.

En razón a lo anterior esta Sala, por auto del 15 de septiembre último, requirió a aquella Subdirectora para que informara si había notificado ese acto administrativo al accionante y cuál había sido el trámite que para incluir en nómina la prestación allí reconocida. Además para que remitiera copia de la actuación administrativa adelantada para tales efectos.

Sin embargo, esa funcionaria no se pronunció al respecto.

Surge de las anteriores pruebas que si bien la entidad demandada se pronunció de fondo sobre la solicitud objeto del amparo, dejó de acreditar que esa respuesta fuera efectivamente puesta en conocimiento del peticionario, en desconocimiento del último elemento que conforma el núcleo esencial del derecho de petición, señalado en la jurisprudencia transcrita. 

En este punto es necesario indicar que no se comparten los argumentos expuestos por la funcionaria de primera instancia para declarar la carencia actual de objeto y que se resumen en el hecho de que la falta de notificación personal de esa respuesta obedece a la imposibilidad de establecer contacto con el accionante, toda vez que el oficio del 24 de marzo de 2017, por el cual se informó al actor que su petición había sido radicada, contiene una dirección de contacto, que es la misma que suministró en su acción de amparo, y por lo tanto la entidad demandada conocía dónde se podía enviar la citación para efecto de agotar la notificación del citado acto administrativo. Sin embargo, a ello no procedió.

De esa manera las cosas, se considera que la Subdirectora de Determinación IX de Colpensiones desconoció el derecho de petición de que es titular el demandante y en consecuencia se le ordenará, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, si aún no lo ha hecho, proceda a notificar personalmente al actor de la Resolución No. SUB 29843 del 4 de abril de 2017, mediante la cual reconoció y ordenó el pago de su pensión de invalidez.

También pretende el actor que se pague esa prestación en el menor tiempo posible. No obstante, teniendo en cuenta que según la jurisprudencia antes transcrita, para que los fondos de pensiones procedan a cancelar ese tipo de pensiones cuentan con un lapso de seis meses, el cual no se había cumplido para la fecha en que se presentó la tutela, 27 de julio de este año, ya que, tal como se demostró, la petición respectiva la elevó el 24 de marzo anterior y por ende, aquel plazo vencía el 24 de septiembre último.

No se impondrá orden alguna al Director de Procesos Judiciales y al Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones, quienes no han lesionado el derecho de que se trata, pues es la Subdirectora de Determinación IX de esa entidad la competente para resolver el asunto, tal como se infiere de lo acreditado en este trámite.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre tres (3) de dos mil diecisiete (2017)


Acta No. 516 de 3 de octubre de 2017


Expediente No. 66001-31-10-003-2017-00474-01  
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el señor Luis Eduardo Clavijo Echeverry, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia local, el 10 de agosto último, en la acción de tutela que instauró en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:
1.1 Cuenta con cincuenta y cinco años de edad y padece trastorno de disco lumbar y otros, con radiculopatía, disminución indeterminada de la agudeza visual en ambos ojos, gastritis no especificada, hiperplasia de próstata y trastorno depresivo recurrente, no especificado.

1.2 Debido a esos diagnósticos, fue calificado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda con una pérdida de la capacidad laboral del 50,59%. 

1.3 Solicitó a Colpensiones el reconocimiento de su pensión de invalidez. Sin embargo, esta entidad, a pesar de haber cumplido los requisitos exigidos, a la fecha y transcurridos más de cuatro meses, no se ha pronunciado sobre esa petición.

1.4 Debido a sus enfermedades y a su nivel de escolaridad, se encuentra impedido para desarrollar cualquier actividad laboral que le genere ingresos económicos. Por tanto, su derecho a obtener la pensión se convierte en el único medio para garantizar el sustento suyo y de su familia.    
2. Considera lesionados sus derechos a la seguridad social y al mínimo vital. Para su protección, solicita se ordene a la demandada reconocer y pagar su pensión de invalidez en el menor tiempo posible.

A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 28 de julio se admitió la acción y se ordenó correr traslado de la misma al Director de Procesos Judiciales, al Gerente Nacional de Reconocimiento y al Subdirector de Determinación de Derechos de Colpensiones.
2. Solamente se pronunció el Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones. Manifestó que mediante la Resolución SUB 29843 del 4 de abril de este año, notificado por aviso el 30 de junio siguiente, la entidad que representa procedió a reconocer y pagar la pensión de invalidez del actor. Es decir que se resolvió de fondo la petición objeto del amparo. 
3. Mediante sentencia del 10 de agosto último la funcionaria de primera sede decidió declarar la carencia actual de objeto por hecho superado.

Para decidir así, con fundamento en jurisprudencia de la Corte Constitucional que consideró aplicable al caso, estimó que la entidad accionada demostró, dentro del trámite de la acción de amparo, haber resuelto de fondo la solicitud formulada por el actor, como quiera que por Resolución SUB 29843 del 4 de abril de 2017 reconoció y ordenó el pago de la pensión de invalidez del actor. Dicho acto administrativo fue puesto en conocimiento del citado señor, mediante aviso, el 30 de junio siguiente y no personalmente ya que, tal como lo pudo comprobar ese despacho, es difícil contactarlo, pues no responde a las llamadas telefónicas y vive en “una vereda sin dirección concreta”.
3. Inconforme con el fallo, el accionante lo impugnó. Alega que a la fecha no ha recibido notificación alguna por parte de la entidad demandada, respecto de su solicitud de reconocimiento pensional y por lo tanto, no entiende las razones que llevaron al juzgado de primera instancia a declarar la superación del hecho vulnerador.
Pide se accedan a las pretensiones de la demanda.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si la entidad demandada desconoció el derecho de petición de que es titular el accionante, al no dar respuesta a la solicitud que para obtener el reconocimiento de su pensión de invalidez; además, si se está frente a un hecho superado, como lo determinó la funcionaria de primera sede.
3. Tal derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las reclamaciones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

4. La Corte Constitucional, en relación con el derecho de petición para resolver reclamaciones de reconocimiento pensional, ha dicho:

“Con respecto a este derecho, esta Corporación ha establecido que el núcleo esencial del derecho de petición está conformado por cuatro elementos, a saber: (i) la posibilidad de presentar de manera respetuosa solicitudes ante las autoridades, “sin que estas se nieguen a recibirlas o tramitarlas”; (ii) la potestad de obtener una respuesta pronta y oportuna dentro del término legal; (iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de forma clara, precisa y adecuada; y (iv) el derecho a que la respuesta sea puesta en conocimiento del interesado oficiosamente.

  
Así mismo, este Tribunal constitucional en reiterada jurisprudencia
 ha determinado que las empresas encargadas de garantizar el acceso a la pensión tienen el deber de responder las peticiones de reconocimiento pensional según los siguientes criterios: 


“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional-incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo.

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal; 

 “(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001.

 
“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenaza la vulneración del derecho a la seguridad social.” 

De acuerdo con lo anterior, es claro que cuando se le solicita el reconocimiento de una pensión a la entidad encargada de ello, ésta última tiene cuatro meses para dar respuesta a la solicitud de fondo, y seis meses para tomar las medidas que sean necesarias para empezar a pagar las mesadas pensionales. El desconocimiento de dichos términos según lo establece la jurisprudencia constitucional, acarrea vulneración a los derechos fundamentales de petición, mínimo vital y vida digna, por cual se vuelve procedente el amparo constitucional.”
 
5. En el expediente obran las siguientes pruebas documentales: 

5.1 Copia de un oficio con fecha 24 de marzo de 2017, por medio del cual la Dirección de Atención y Servicio de Colpensiones le informa al accionante que su solicitud de pensión de invalidez había sido radicada bajo el No. BZ2017_3062690-0722921 y que sería atendida en los términos de ley
.

5.2 Copia de la Resolución No. SUB 29843 del 4 de abril de 2017, mediante la cual la Subdirectora de Determinación IX de esa entidad reconoció y ordenó el pago de esa prestación al demandante, la cual sería incluida en nómina del “201704 que se paga en 201705”
. 

5.3 Aunque el Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones indicó en la contestación de la demanda que dicho acto administrativo había sido notificado por aviso el 30 de junio de 2017, no trajo prueba sobre el particular ni señaló las razones por las cuales no se había procedió a agotar la notificación personal del mismo.
5.4 En razón a lo anterior esta Sala, por auto del 15 de septiembre último, requirió a aquella Subdirectora para que informara si había notificado ese acto administrativo al accionante y cuál había sido el trámite que para incluir en nómina la prestación allí reconocida. Además para que remitiera copia de la actuación administrativa adelantada para tales efectos.
Sin embargo, esa funcionaria no se pronunció al respecto.

6. Surge de las anteriores pruebas que si bien la entidad demandada se pronunció de fondo sobre la solicitud objeto del amparo, dejó de acreditar que esa respuesta fuera efectivamente puesta en conocimiento del peticionario, en desconocimiento del último elemento que conforma el núcleo esencial del derecho de petición, señalado en la jurisprudencia transcrita. 
En este punto es necesario indicar que no se comparten los argumentos expuestos por la funcionaria de primera instancia para declarar la carencia actual de objeto y que se resumen en el hecho de que la falta de notificación personal de esa respuesta obedece a la imposibilidad de establecer contacto con el accionante, toda vez que el oficio del 24 de marzo de 2017, por el cual se informó al actor que su petición había sido radicada, contiene una dirección de contacto, que es la misma que suministró en su acción de amparo, y por lo tanto la entidad demandada conocía dónde se podía enviar la citación para efecto de agotar la notificación del citado acto administrativo. Sin embargo, a ello no procedió.
De esa manera las cosas, se considera que la Subdirectora de Determinación IX de Colpensiones desconoció el derecho de petición de que es titular el demandante y en consecuencia se le ordenará, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, si aún no lo ha hecho, proceda a notificar personalmente al actor de la Resolución No. SUB 29843 del 4 de abril de 2017, mediante la cual reconoció y ordenó el pago de su pensión de invalidez.
7. También pretende el actor que se pague esa prestación en el menor tiempo posible. No obstante, teniendo en cuenta que según la jurisprudencia antes transcrita, para que los fondos de pensiones procedan a cancelar ese tipo de pensiones cuentan con un lapso de seis meses, el cual no se había cumplido para la fecha en que se presentó la tutela, 27 de julio de este año, ya que, tal como se demostró, la petición respectiva la elevó el 24 de marzo anterior y por ende, aquel plazo vencía el 24 de septiembre último.

8. No se impondrá orden alguna al Director de Procesos Judiciales y al Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones, quienes no han lesionado el derecho de que se trata, pues es la Subdirectora de Determinación IX de esa entidad la competente para resolver el asunto, tal como se infiere de lo acreditado en este trámite.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley
R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 10 de agosto último, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Luis Eduardo Clavijo Echeverry contra Colpensiones.

SEGUNDO: CONCEDER la tutela el amparo del derecho fundamental de petición de que es titular el accionante. En consecuencia se ordena a la Dra. Zareth Alexandra Correa Calderón, Subdirectora de Determinación IX de Colpensiones, que dentro de las cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, si aún no lo ha hecho, proceda a notificar personalmente al actor de la Resolución No. SUB 29843 del 4 de abril de 2017, mediante la cual reconoció y ordenó el pago de su pensión de invalidez.

(Continúa parte resolutiva de sentencia de segunda instancia proferida en la acción de tutela radicada 66001-31-10-003-2017-00474-01)
TERCERO: Se niega la pretensión dirigida a obtener el pago de esa prestación.

CUARTO: No se impone orden alguna al Director de Procesos Judiciales y al Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones.

QUINTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

SEXTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver Sentencias T-208 de 2012 , T-411 de 2010 y T-173 de 2013 


� Ver Sentencias SU-97 de 2003 , T-081 de 2007 , T-1128 de 2008 y T-41 de 2010 


� Ver Sentencias SU-975 de 20013 y T-208 de 2012 


� Sentencia T-511 de 2014, MP: Dr. Alberto Rojas Ríos


� Folio 2 cuaderno No. 1


� Folios 14 a 16 cuaderno No. 1
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